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EL PRINCIPIO DE COMPLEMENTARIEDAD DE LA JURISDICCIÓN DE LA CORTE PENAL INTERNACIONAL

  Elsa Álvarez Rúa *
 “No cabe duda que los derechos humanos son operativos a través de los derechos nacionales y el plano internacional solo sirve como control, parámetro y reforzamiento de los mismos, pero jamás puede ser entendido como su sustitución” 

Resumen
La jurisdicción de la Corte Penal Internacional se articula sobre el principio de complementariedad como pieza clave para su funcionamiento.
Los Estados tienen la obligación primaria de investigar, procesar y castigar  a los  responsables de haber cometido los mas graves crímenes de trascendencia para la comunidad internacional en su conjunto, de este modo el Estatuto de Roma erige a la Corte Penal Internacional en garante de la comunidad internacional mediante la función de prevenir y corregir el incumplimiento por parte de los Estados de aquella obligación primaria.

El sistema establecido además de respetar las soberanías estaduales en lo referente al ejercicio de la jurisdicción penal, es un medio indispensable para asegurar su efectividad y combatir la impunidad de la que,  tradicionalmente, han gozado quienes han perpetrado crímenes de esa naturaleza, como así también garantizar justicia a las víctimas de los mismos.
Esto sólo  será posible en la medida que los Estados - sean o no Partes del Estatuto - colaboren adoptando mecanismos adecuados al efecto, para lo cuál la labor de las organizaciones internacionales y de las ONGs. se impone indispensable.  
Introducción
En las postrimerías del siglo XX el mundo asistió a la concreción de uno de los mayores anhelos que  la comunidad internacional mantenía desde la finalización de la II Guerra Mundial: la creación de una Corte Penal Internacional, de carácter permanente.

Esa Corte fue el resultado de un largo proceso que necesitó –entre otras cuestiones- de un cambio de paradigma en la concepción del Derecho Internacional: el derecho internacional dejó de ser un derecho centrado exclusivamente en las relaciones Estado-Estado, para pasar a reconocer  la subjetividad jurídica de la persona humana dentro de ese ordenamiento.

El derecho humanitario fue el primer eslabón de este proceso, aunque algunos autores sostienen que las primeras convenciones de derecho humanitario no partían de la consideración de la persona humana como sujeto de derecho internacional sino que regulaban los derechos de los combatientes en tanto integrantes de uno de los órganos del estado.
 Sin embargo fueron –inter alia- esas primeras convenciones sobre derecho humanitario las que permitieron inculpar a los individuos juzgados en los Tribunales ad- hoc  de Nuremberg y de Tokio. Y fueron precisamente los Principios de Nuremberg 
 los que permitieron el desarrollo del derecho penal internacional. Y fueron las terribles aberraciones que tuvieron lugar durante la segunda guerra mundial las que impulsaron a la comunidad internacional a cristalizar en convenios internacionales el reconocimiento de los derechos humanos y la obligación de  los Estados de garantizar su ejercicio.

Las Naciones Unidas nacieron con el compromiso formal de los Estados “a reafirmar la fe en los derechos fundamentales del hombre, en la dignidad y el valor de la persona humana, en la igualdad de derechos de hombres y mujeres y de las naciones grandes y pequeñas” 
.
A partir de entonces el reconocimiento y los medios de protección de los derechos humanos y del derecho humanitario se fueron cristalizando en diversos instrumentos internacionales
 , paralelamente se iban formalizando distintos tratados que tenían por objeto sancionar crímenes internacionales.

Es decir que, a partir de mediados del siglo XX, tres ramas del derecho internacional, cada una desde su ámbito, comenzaron a converger en la protección internacional de los derechos humanos: el derecho internacional humanitario, el derecho internacional de los derechos humanos y el derecho penal internacional.
Sin embargo,  las jurisdicciones internacionales existentes hasta los años noventa, solamente entendían  en casos contenciosos iniciados contra Estados, siempre y cuando, estos hubieran aceptado la jurisdicción del tribunal.

Los diversos y frustrados intentos de contar con una Corte Penal Internacional
  recibieron el impacto de los genocidios perpetrados en la ex Yugoslavia y en Ruanda. Nuevamente se debió recurrir a la figura de tribunales ad hoc. Esto representó un llamado de atención respecto de la indiferencia e indolencia manifestada por Estados, en relación a una cuestión cuya resolución no admitía más dilaciones. 
En 1992
 la Asamblea General encomienda, a la Comisión de Derecho Internacional (CDI) la elaboración de un proyecto de Estatuto para la creación de una corte penal internacional, como órgano judicial permanente. El texto del proyecto fue revisado por un Comité Especial y luego por un Comité Preparatorio, que lo examinó a la luz de las observaciones realizadas por el Comité Especial, los Estados y las organizaciones internacionales. Fue justamente el Comité Preparatorio, que en base a dichas observaciones, introdujo la cuestión de  la Complementariedad, por entender que era la piedra angular para la concreción y funcionamiento de la Corte.
Finalmente, luego de haber sorteado todas las etapas de negociación en la Conferencia Diplomática de Plenipotenciarios de las Naciones Unidas sobre el Establecimiento de una Corte Penal Internacional, el principio de complementariedad se incluyó en el preámbulo y en los artículos 1, 17, 18, 19 y 20 del Estatuto.
Jurisdicciones concurrentes vs. Jurisdicciones complementarias 
El Consejo de Seguridad, en los Estatutos de los tribunales penales internacionales para la ex Yugoslavia
 y  Ruanda
, implementó un sistema de jurisdicción internacional concurrente con las  estaduales, con primacía de la primera sobre las segundas. 
Las especiales circunstancias en que se crearon esos tribunales internacionales ad hoc  por una parte permitieron y, por la otra, fueron la razón de esa decisión pero no podía intentarse idéntica solución en el caso de una corte penal internacional permanente, puesto que desde la óptica de los Estados esto afectaba directamente su soberanía.
Se impuso entonces la necesidad de conciliar la cuestión de la soberanía con la de castigar a los responsables de crímenes internacionales, lo que determinó la figura de una jurisdicción internacional complementaria, que se accionaría ante la imposibilidad, la incapacidad, la falta de voluntad o la mala fe por parte de los Estados en ejercer la jurisdicción penal nacional.
Es decir que la jurisdicción internacional aparece con carácter de excepcional, a fin de impedir la impunidad de los autores de aquellos crímenes internacionales que “conmueven la conciencia de la humanidad, amenazan la paz, la seguridad y el bienestar mundiales”.

El modo de implementar la complementariedad de jurisdicciones surge palmariamente del artículo 17 del Estatuto, que provee los principales elementos de la relación entre la Corte y los tribunales nacionales. En principio un asunto será inadmisible cuando: a) esté siendo objeto de una investigación o de acción penal por parte de Estado competente; o b) habiendo sido investigado por un Estado éste haya decidido no entablar una acción penal o c) la persona haya sido  enjuiciada por la conducta a que se refiere la denuncia.
Estas disposiciones por sí solas serían insuficientes en caso de indiferencia o complicidad del Estado con los autores de los crímenes es por ello que, a efectos de evitar la impunidad de los mismos, el artículo prevé expresamente que se accionará la jurisdicción de la Corte, en caso que el Estado no esté dispuesto a llevar a cabo la investigación o el enjuiciamiento o no pueda realmente hacerlo.
En tal sentido se entiende que un Estado no tiene disposición para iniciar acciones penales: a) cuando se haya instruido el proceso con el propósito de sustraer a la persona en cuestión de su responsabilidad penal; b) cuando se considere que existe una demora injustificada incompatible con la intención de hacer comparecer a la persona ante la justicia; y c) cuando el tribunal nacional competente no es independiente o imparcial o ha sido substanciado de forma que dadas las circunstancias no condice con la intención de someter a la persona a la acción de justicia.
A su vez, se entenderá que existe incapacidad por parte de un Estado para investigar o enjuiciar  cuando, por no contar con un sistema judicial o por encontrarse el mismo en estado colapso total o sustancial, no puede hacer comparecer al acusado, no dispone de las pruebas y los testimonios necesarios o no está, por otras, razones en condiciones de llevar a cabo el juicio.
 Estas disposiciones se integran con los artículos 18, 19 y 20 Conforme el artículo 18, previo al inicio de una investigación el Fiscal debe notificar a los Estados partes y a los que pudieran ejercer jurisdicción sobre el asunto. Dentro de los treinta días los Estados deberán hacer saber al Fiscal si existe alguna de las causales de inadmisibilidad del artículo 17. Estas disposiciones muestran la importancia de la colaboración que debe existir entre el Estado que pudiera tener competencia y el Fiscal de la CPI,  a fin de mantenerlo debidamente informado del estado de situación relativo al avance de las investigaciones o del juicio incoado a nivel nacional, para que de comprobarse de ineptitud o mala fe estadual la Corte pueda ejercer su rol.
A vez, el artículo 19 impone a la Corte la obligación analizar su competencia en las causas que se le sometan. Tanto el acusado cuanto el Estado que tiene competencia en la causa, pueden impugnar la admisibilidad por parte de la Corte sea porque ese Estado ya la está investigando o porque, se requiere la aceptación de la jurisdicción de la Corte por parte del Estado de conformidad con el artículo 12.

Por su parte, el artículo 20 impone como causal de inadmisibilidad el principio “ne bis in idem”, es decir que la Corte no incoará acción respecto de personas  que hayan sido procesadas por otro tribunal por los crímenes detallados en los artículos 6, 7 u 8, sin embargo, en orden a la decisión de poner fin a la impunidad, sí podrá hacerlo cuando el proceso en el otro tribunal: a) Obedeciera al propósito de sustraer al acusado de su responsabilidad penal por crímenes de la competencia de la Corte; o b) No hubiere sido instruida en forma independiente o imparcial de conformidad con las debidas garantías procesales reconocidas por el derecho internacional o lo hubiere sido de alguna manera que, en las circunstancias del caso, fuere incompatible con la intención de someter a la persona a la acción de la justicia.
La cooperación  cuestión coadyuvante  de la complementariedad.
Cuando el asunto es definitivamente admitido por la Corte, su labor de esta - en su lucha contra la impunidad - dependerá fundamentalmente de la colaboración que le brinden los Estados en punto a la cooperación judicial, el cumplimiento de las órdenes de detención, la entrega y el traslado de los acusados, como así también la remisión de pruebas e información.
 A tal fin los Estados expresamente se han comprometido a implementar en su derecho interno procedimientos que permitan brindar la cooperación que se refiere la Parte IX del Estatuto
.

Es de destacar que, en lo que a la detención y entrega de personas se refiere expresamente se ha utilizado la expresión entrega a efectos que el Estado no pueda invocar, frente a la Corte, su denegación por las causales tradicionales de la extradición.
 
Los Estados tienen la posibilidad de denegar una solicitud de asistencia a la Corte, en todo o en parte, en caso que la solicitud se refiera a documentos o pruebas cuya divulgación pudiere afectar la seguridad nacional
, sin embargo el Estado deberá tomar todas las medidas razonables para resolver la cuestión por medio de la cooperación, por ejemplo, mediante la presentación de resúmenes o exposiciones, solicitando restricciones a la divulgación, como también la utilización de procedimientos a puerta cerrada o ex parte. 

La cooperación de los Estados también se presenta a la hora del cumplimiento de la sentencia. Ante la inexistencia de un sistema carcelario de la CPI, las penas privativas de la libertad deberán cumplirse en la cárcel de un Estado, que se elegirá entre aquellos que hayan manifestado su disposición a recibir condenados.

Conclusiones
Lo aquí expresado nos permite afirmar que el Estatuto de Roma ha sido el resultado de una labor donde la  diplomacia jugó un papel trascendental y, que el sistema articulado sobre la base el principio de la complementariedad, fue la piedra angular que permitió la aprobación y entrada en vigencia del Estatuto.

Sin esta bisagra los Estados, so pretexto de la lesión a su soberanía no hubieran ratificado el tratado y, de otro lado, si la CPI hubiera tenido jurisdicción exclusiva o una cláusula de primacía, jamás podría llevar a cabo su objetivo porque su tarea sería ciclópea.
Ahora bien, de lo expuesto es dable concluir que, ante las aberrantes violaciones a los derechos humanos que han ocurrido en la historia de la humanidad, en especial a partir del  s. XX, el derecho internacional, en sus distintas ramas, ha brindado instrumentos e instancias internacionales que, prima facie, parecen haber creado una red con la capacidad suficiente para poner freno al poder ilimitado e omnipotente de los Estados, al permitir que la comunidad internacional intervenga ante el incumplimiento por parte de aquellos, de su obligación primaria de reconocer y garantizar el ejercicio de los derechos humanos, como así también perseguir, juzgar y condenar a los responsables de esas violaciones.
Sin embargo todas esas conquistas no son más que otro eslabón de una extensa cadena. Parafraseando a von Ihering podemos afirmar que “La Lucha por el Derecho” es una constante en el devenir histórico. Sólo el compromiso permanente de la sociedad permitirá que todo el mecanismo de protección cumpla adecuadamente el rol para el que fue creado. Esto requiere que desde las organizaciones internacionales, intergubernamentales y desde la sociedad civil se adopten mecanismos que sirvan de control, de información, de divulgación y de educación.
En ese sentido, y en virtud de la establecido en el artículo 87.6
la CPI ha celebrado acuerdos de cooperación y asistencia con la Organización de las Naciones Unidas en el año 2004 y con la Unión Europea en 2006.

Es de señalar que la OEA y la Unión Europea, se han mostrado interesadas en exigir a sus Estados miembros que activen los mecanismos internos para cumplir con las obligaciones que, en su calidad de Estados partes del Estatuto de Roma, han asumido respecto de la complementariedad y cooperación. También instan a los Estados que no  han ratificado el Estatuto a que lo hagan. Sin embargo, estas reuniones y compromisos, asumidos en el ámbito de una diplomacia formal, quedan muchas veces en simples expresiones de voluntarismo que no se concretan en acciones positivas.

En esos ámbitos internacionales se han mostrado propicios a brindar cooperación jurídica para la: ratificación de los Estatutos de Roma,  y la armonización de la legislación penal interna de los Estados a fin de incluir los crímenes previstos en esos estatutos.
Se resaltó asimismo la necesidad del intercambio de información; la ayuda logística, como por ejemplo, transporte y alojamiento a los investigadores, víctimas y testigos; transporte seguro de acusados hacia la Haya; la capacitación de funcionarios, la erradicación de la práctica de sanción de leyes de amnistía. 
Todo esto necesita de la divulgación, foros como en el que hoy nos encontramos reunidos son de vital importancia, pues como adelantamos el control por parte de las organizaciones intergubernamentales, de la sociedad civil y de las Ongs de la adaptación las legislaciones por parte de los Estados en cumplimiento de esas obligaciones asumidas, y la realización de informes – los famosos informes sombra- a ser elevados a los ámbitos regionales o internacionales dando cuenta de los incumplimientos estatales, se imponen imprescindibles en orden al funcionamiento del sistema a fin de que alcance sus objetivos de  protección de los derechos y freno a la impunidad.
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� Res.827 25 de mayo de 1993


� Res 955, 8 de noviembre de 1994


� Estatuto de Roma, Preámbulo párr.9 


� Art. 12. 3. Si la aceptación de un Estado que no sea Parte en el presente Estatuto fuere necesaria de conformidad con el párrafo 2, dicho Estado podrá, mediante declaración depositada en poder del Secretario, consentir en que la Corte ejerza su competencia respecto del crimen de que se trate. El Estado aceptante cooperará con la Corte sin demora ni excepción de conformidad con la Parte IX.





� Art. 86 Los Estados Partes, de conformidad con lo dispuesto en el presente Estatuto, cooperarán plenamente con la Corte en relación con la investigación y el enjuiciamiento de crímenes de su competencia.


� Art.88 Los Estados Partes se asegurarán de que en el derecho interno existan procedimientos aplicables a todas las formas de cooperación especificadas en la presente parte. 


� Art.90 1. El Estado Parte que haya recibido una solicitud de la Corte relativa a la entrega de una persona de conformidad con el artículo 89, y reciba además una solicitud de cualquier otro Estado relativa a la extradición de la misma persona por la misma conducta que constituya la base del crimen en razón del cual la Corte ha pedido la entrega, notificará a la Corte y al Estado requirente ese hecho. 


� Art. 93, 4. El Estado Parte podrá no dar lugar a una solicitud de asistencia, en su totalidad o en parte, de conformidad con el artículo 72 y únicamente si la solicitud se refiere a la presentación de documentos o la divulgación de pruebas que afecten a su seguridad nacional. 


� Art. 72, El Estado a cuyo juicio la divulgación de información afectara a sus intereses de seguridad nacional adoptará, actuando en conjunto con el Fiscal, la defensa, la Sala de Cuestiones Preliminares o la Sala de Primera Instancia según sea el caso, todas las medidas razonables para resolver la cuestión por medio de la cooperación. Esas medidas podrán ser, entre otras, las siguientes: a) La modificación o aclaración de la solicitud; b) Una decisión de la Corte respecto de la pertinencia de la información o de las pruebas solicitadas, o una decisión sobre si las pruebas, aunque pertinentes, pudieran obtenerse o se hubieran obtenido de una fuente distinta del Estado;c) La obtención de la información o las pruebas de una fuente distinta o en una forma diferente; o d) Un acuerdo sobre las condiciones en que se preste la asistencia, que incluya, entre otras cosas, la presentación de resúmenes o exposiciones, restricciones a la divulgación, la utilización de procedimientos a puerta cerrada o ex parte, u otras medidas de protección permitidas con arreglo al Estatuto o las Reglas.





� Art. 103 1. a) La pena privativa de libertad se cumplirá en un Estado designado por la Corte sobre la base de una lista de Estados que hayan manifestado a la Corte que están dispuestos a recibir condenados;


� 87. 6. La Corte podrá solicitar de cualquier organización intergubernamental que le proporcione información o documentos. Asimismo, la Corte podrá solicitar otras formas de cooperación y asistencia que se hayan acordado con cualquiera de esas organizaciones, de conformidad con su competencia o mandato.
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